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			Capítulo I


			La democracia


		




		

			La democracia deviene de las voces griegas demos y kratos que conjuntadas aluden a poder y autoridad del pueblo.


			Es históricamente comprobable que la primera formulación acerca de la democracia aparece en Atenas a mediados del siglo V a. C.


			En ese sentido, Heródoto (482-420 a. C.) en su obra Historia utiliza la expresión democracia en el sentido político de “gobierno del pueblo”. Añádase, que tanto Pericles (495-429 a. C.) como posteriormente Solón (640-558 a. C.) plantearon que la democracia era una concepción ideológica que comprometía de una determinada manera, las relaciones de la vida social.


			Allí se le apreciará no solo como un sistema de gobierno, sino como una forma de vida para un segmento de la población.


			En Roma se le vivencia en el seno de la República (509-27 a. C.); y en donde se empleará institucionalmente la consulta popular, el plebiscito y la deliberación pública en el Senado. Más aún, se instituyeron los criterios de ejercicio temporal del poder, responsabilidad por las consecuencias de las decisiones adoptadas y colegialidad en la deliberación y determinación normativa.


			La visión democrática greco-romana desaparecerá antes del inicio de la Era cristiana.


			Tras un largo paréntesis reaparecerá en Suiza durante el siglo XIII. Empero, su conceptualización cabal se gestará a finales del siglo XVIII con las revoluciones liberales y la creación del Estado Nación.


			Se la concibe binariamente como la manifestación de una forma de expresión político-cultural y como estructura estadual institucional, que tiende a un orden que asegure la convivencia simétrica y al despliegue del libre desarrollo de la personalidad; por ende, es excluyente de cualquier atisbo de arbitrariedad.


			La democracia consagra la actuación en los asuntos de interés público, de todos y cada uno de los ciudadanos en un espíritu de diálogo, respeto y tolerancia a todas las creencias expuestas a la consideración pública.


			Ella implica que la actuación del Estado sea formada y ejercitada por el pueblo adscrito a él. De allí que, la pluralidad de ciudadanos a quien se dirige el poder del cuerpo político sea al mismo tiempo el sujeto de este poder.


			La voluntad ciudadana deviene en la voluntad del Estado: el pueblo es en puridad el soberano.


			Dicha voluntad es inclusiva; vale decir, incorpora a todas las personas ligadas entre sí por la actividad del Estado.


			Emmanuel Monier (citado por Galvis Gaitán, 2005) la define como “el régimen que reposa sobre la responsabilidad y la organización funcional de todas las personas que constituyen la comunidad social”.


			La democracia como expresión de soberanía popular reconoce al pueblo como titular del poder político; de allí que este sea este quien determine las reglas constitucionales, el tipo de Estado, el orden jurídico y a las autoridades encargadas de conducir las entidades estatales.


			Ello implica un conjunto interconectado de ideas, valores, instituciones políticas, reglas procedimentales, prácticas de comportamiento comunitario y programas gubernamentales, que estén dirigidos a asegurar la libertad, la igualdad, la tolerancia y la participación plena y cabal de todos los hombres pertenecientes a un cuerpo político-social, en las tareas de decisión, distribución y control de los asuntos vinculados con la existencia y coexistencia genuinamente humana.


			De dicha descripción se desprende que la democracia no se agota en la existencia de reglas y prácticas establecidas para el gobierno del Estado, sino que incluye sustantivamente a una expresión cultural en donde los principios y valores anotados se “viven” como habituales comportamientos cívicos.


			Así, dentro de dicha noción confluye una técnica gubernamental o forma de administrar el gobierno apoyado en la representación; la participación y fiscalización política; y un estilo de vida como exigencia de pautas éticas tendentes a la existencia y coexistencia dentro de la sociedad política y la sociedad civil.


			Humberto Nogueira Alcalá (1993) afirma que “el ideal democrático busca realizar el desarrollo humano teniendo en cuenta los valores y necesidades de la persona y de su vida en relación”.


			En puridad, la democracia institucionaliza la prerrogativa y la oportunidad que tienen los seres humanos de “realizar” la libertad, la seguridad, la igualdad jurídica entre ellos, y el resguardo del derecho al proyecto de vida personal en el seno de una comunidad.


			Es en perspectiva que se mantiene vigente la tópica definición señalada por el presidente norteamericano Abraham Lincoln en la inauguración del Cementerio Nacional de Gettysburg el 19 de noviembre de 1863: “La democracia es el gobierno del pueblo, para el pueblo y con el pueblo”.


			1.	LAS NOTAS PROPIAS DE LA DEMOCRACIA


			Los atributos perennes de la democracia pueden sintetizarse en los valores-principios, la participación y las reglas sistémicas que la sustentan.


			En relación con los valores-principios, el reconocimiento de la dignidad de la persona aparece como fundamento de la democracia.


			Humberto Nogueira Alcalá (1993) en esa línea “se afirma que cada persona humana es una unidad que se estructura en un ser corporal biológico, psíquico, racional y moral cuyo comportamiento obedece a la realización de valores”. De allí, que la persona ostente autodeterminación para optar y decidir.


			En ese contexto, tras la afirmación y reconocimiento de la dignidad, fluye que la libertad, la igualdad y el libre desarrollo de la personalidad tanto en su faceta subjetiva (personal) e intersubjetiva (social) son valores esenciales de la democracia.


			La libertad y la igualdad expresan el anverso y reverso de la democracia. La primera de ellas alcanza plenitud cuando existe igualdad ante la ley (tanto en la elaboración como en la interpretación y aplicación); así como en la isonomía de oportunidades para ser aquello que se aspira a ser. Asimismo, esto no puede darse sin la verificación del reconocimiento y ejercicio plenario de la autodeterminación personal.


			Jacques Leclerq (1964) refiere que “La libertad es una consecuencia de la igualdad y no puede ser considerada aisladamente, como un valor en sí, cuando se estudia la libertad hay que situarla en el contexto de la vida social”.


			No menos importancia ostenta la participación y las reglas sistémicas.


			La participación puede ser definida como la actividad personal a título individual o como componente de una formación social dirigida a intervenir, influenciar y fiscalizar los asuntos inherentes a la vida en relación.


			A través de la participación, el ciudadano se convierte en el autor, compositor e intérprete de su coexistencialidad.


			Esta se realiza amparada en el libre acceso a la pluralidad de fuentes de información y con el reconocimiento del derecho al asociacionismo.


			La participación es genuinamente democrática cuando garantiza el ejercicio periódico al sufragio; reconoce el goce a las libertades de información, opinión, expresión, difusión, reunión y asociación.


			Las reglas sistémicas pueden ser definidas como el conjunto de procedimientos destinados a auspiciar y garantizar la democracia. Allí aparecen el gobierno de la mayoría con el reconocimiento y respeto de los intereses y expectativas de las minorías ciudadanas, el pluralismo y la tolerancia política, la libre y periódica elección de las autoridades, la competencia pacífica por el gobierno y el ejercicio de la autoridad conforme a la Constitución y la ley. Particular atención merecen las reglas de deliberación, discusión pública y justificación razonada de las decisiones políticas.


			2.	LOS PLANOS DE LA DEMOCRACIA Y LOS DERECHOS POLÍTICOS


			La democracia se manifiesta en los planos siguientes:


			2.1. Plano conceptual


			La democracia es percibida como una forma de entender y vivenciar la vida de existencia y coexistencia. Así, expresa un conjunto sistémico de ideas, creencias, imágenes y símbolos que fundamenta el origen y modo específico de ejercicio del poder e interactuación social en una comunidad política.


			Dicha concepción implica reivindicar la dignidad de la persona y el carácter instrumental del Estado y la sociedad en pro de la realización genuinamente humana.


			En esa perspectiva se expresa bajo la forma de un sistema político y fuente de legitimidad para gobernar.


			2.2. Plano institucional


			La democracia es percibida como una técnica de organización del poder en sentido general. Por ende, se establecen una pluralidad de instituciones y prácticas de diverso orden —político, jurídico, social, económico, cultural, etc.— cuyo objetivo consiste en “arropar” consistentemente las ideas y valores que la componen. Así, aparecen la elección, la representación, la participación y la fiscalización ciudadana; amén del engarce entre libre opción y alternancia.


			En esa perspectiva, contiene procesos y procedimientos destinados a la rendición de cuentas de una gestión; la existencia de contrapoderes institucionales; el reconocimiento de una oposición política; la implementación de mecanismos en pro del libre juego de las ideas y opciones; etc.


			En este plano se puede establecer el denominado mínimum democrático; el cual comprende el sufragio universal, el pluralismo político, los procesos electorales transparentes e informados, así como, libertad de información y expresión.


			Helder Domínguez Haro (2018) señala que constituyen negación de la democracia, aquellos criterios que aun cuando sean mayoritarios, suprimen el derecho a la oposición, a la crítica, o que nieguen la igualdad de derechos y oportunidades a los grupos minoritarios.


			En suma, implica una estructura organizativa sobre la base de los principios de libre deliberación pública, participación informada en los asuntos públicos, isonomía jurídica y tolerancia; así como valores tales como la dignidad de la persona y el fomento del bien común.


			2.3. Plano programático


			La democracia es percibida como el diseño y ejecución de un conjunto de lineamientos de políticas que permiten el goce efectivo de los valores y fines democráticos.


			Manuel García Pelayo (1990) afirma que “El ámbito y objetivos de la democracia vendrán determinados por el contenido que se asigna a los valores y fines democráticos”.


			2.4. Plano cultural


			La democracia es percibida como el conjunto y la pluralidad de prácticas sociales y comportamientos comunitarios que afirman un supuesto racional de convivencia, otorgando la convicción de ser un elemento esencial para la sana y adecuada vida gregaria.


			En efecto, dicho conjunto “internalizado” en la conciencia social otorga sentido a la forma de coexistir y los fines a alcanzarse a través de la convivencia.


			La democracia no se resigna a ser solo una forma de gobierno, sino que asciende a la condición de “estilo de vida”. Esta imprescindiblemente requiere de determinados comportamientos, lo cual contribuye a posibilitar el pleno desarrollo de los miembros de una comunidad, en donde se acredita la “personalización” del hombre y la “humanización” del colectivo social.


			En ese sentido, la democracia se “construye” desde la forma en que se vivencian las relaciones familiares, las formas vinculares en la escuela, los centros laborales, la vida cívica interinstitucional y el modo y la manera en que el ciudadano se inserta en la sociedad política.


			A modo de colofón, cabe señalar que la democracia otorga la legitimidad en el ámbito del ejercicio del poder. Ello implica que la mayor parte de la población ha expresado su confianza al gobernante de turno y que la minoría ha aceptado dicha determinación. De allí, que la relación de mando-obediencia sea consentida y respaldada.


			En ese contexto, la democracia se sustenta en reglas de procedimiento para adoptar decisiones y reglas de contenido para justificar los fines de dichas decisiones. Asimismo, se ampara en una pluralidad de instituciones que permiten que el ciudadano “sea”; es decir, se desarrolle plena y satisfactoriamente dentro del Estado y la sociedad.


			El ejercicio del poder democrático es despersonalizado, limitado y temporal. Tiene como razón de ser al hombre mismo.


			En ese marco, los derechos políticos son aquellas facultades y atribuciones que surgen de nuestra condición de ciudadanos. A través de ellos, ya sea individual o asociadamente se asegura su presencia en la gestión de los asuntos políticos.


			Estos aluden al conjunto de condiciones que posibilitan la participación ciudadana en la vida política. A través de ellos se viabiliza la relación entre el ciudadano y el Estado y se fortalece el diálogo entre gobernantes y gobernados.


			Se configuran como formas de compartir —bien sea de manera personal o colectiva— los procesos de formación de las decisiones políticas.


			Daniel Zovatto (1998) los observa como “el poder […] con que cuenta el ciudadano para participar en la vida política del Estado”.


			Esta clase de derechos alcanza mayoría de edad en el momento histórico del reconocimiento a la persona de un status de ciudadano y cuando se le reconoce legislativamente el atributo de la igualdad ante la ley.


			En puridad, surgen a consecuencia de la transformación del concepto jurídico de súbdito —el cual no participaba en la formación de la voluntad estatal— por la de ciudadano (sujeto titular de derechos para actuar en los procesos de decisión política).


			Juan Carlos González Hernández (1989) afirma que la nota imprescindible para legitimar activamente al sujeto en el ejercicio de tales derechos es la condición de ciudadano. Tal cualidad implica automáticamente su reconocimiento como titular de estos derechos y garantiza su realización coexistencial en el marco jurídico del Estado.


			Estos derechos son atributos esenciales que por derivar del status de ciudadano (status activae civitis) devienen en facultades intuitu personae, o sea, no pueden ser objeto de transmisión o renuncia.


			El ejercicio de los derechos políticos está ligado a la persona misma que los ostenta, y solo pueden ejercerse por esta y no por terceros subrogantes.


			Francisco Fernández Segado (1992) consigna que “Toda persona es miembro de una comunidad política, y, como tal, titular de un conjunto de derechos de naturaleza sustancialmente participativa, […] ciudadano que como partícipe de una colectividad, puede intervenir en la conformación de la voluntad de esa colectividad, en definitiva, de la voluntad estatal”.


			Los derechos políticos que viabilizan el proceso de participación ciudadana dentro de su propia colectividad, coadyuvan expresamente al proceso de configuración y estructuración de la denominada voluntad general.


			El poder estatal encuentra su origen y orientación a través de la intervención política de sus miembros conformantes.


			Dicho proceso de participación política develado a través de los derechos políticos a los que alude nuestro texto constitucional se sustenta en la base misma de la verificación práctica del principio de legitimidad democrática.


			Ello en razón a que, si conforme a lo establecido en el artículo 45 del referido texto “el poder del Estado emana del pueblo”, este debe responder a la voluntad libremente manifestada por el conjunto de los ciudadanos.


			En la medida que de la voluntad del pueblo se desprenden todas las potestades del Estado, resulta lógico que el proceso se asiente en la participación de los ciudadanos en la formación de la voluntad del Estado.


			Dichas facultades materializan los principios y valores democráticos consagrados en la Constitución.


			Como refiere María G. Pedicone de Valls (2001): “Este ejercicio lleva implícita la noción de libertad activa, y conduce a la participación de los ciudadanos en la determinación de la dirección política de aquel”.


			Daniel Zovatto señala que “Los derechos políticos han sido conceptualizados como el conjunto de condiciones que posibilitan al ciudadano participar en la vida política. La nota distintiva de estos […] es la de constituir una relación entre el ciudadano y el Estado, un diálogo entre gobernantes y gobernados. Representan, en suma, los instrumentos que posee el ciudadano para participar en la vida pública, o, si se quiere, el poder político con que cuenta este para participar, configurar y decidir en la vida política del Estado”.


			Por su parte, Eduardo Graña y César Álvarez (2003) consignan que “los derechos políticos solo tienen como finalidad el desarrollo de una actividad de esa naturaleza y sus titulares son los ciudadanos o las entidades políticas reconocidas”.


			Como bien sabemos, la política entendida como la acción racional destinada a dirigir el comportamiento de los ciudadanos con la finalidad de construir, consolidar y conservar al grupo social al cual pertenecemos; y con ello dotarlos de justicia, desarrollo y seguridad, requiere necesariamente del protagonismo de estos. Este se alcanza a través de los derechos políticos.


			3.	LOS MODELOS DE SOCIEDADES DEMOCRÁTICAS


			Los arquetipos que adopta la democracia es un asunto de forma y fondo; es decir, de procedimientos, valores y fines.


			En suma, depende de la interpretación que una comunidad política realice de sus valores asignables y objetivos a alcanzar.


			Desde una visión orgánica nuestra democracia es representativa, participativa, social y constitucional.


			En efecto, los artículos 1, 31, 43, 44 y 45 de la Constitución en algunos casos de manera expresa y en otra de manera implícita, recogen dichas modalidades de manera engarzada.


			Al respecto, veamos lo siguiente:


			a) La democracia representativa


			Forma de organización política en donde el pueblo se gobierna a sí mismo, mediante representantes libre y periódicamente elegidos.


			La doctrina señala que los representantes ejercen el poder en nombre del pueblo. Su selección a través del sufragio fundamenta la legitimidad del ejercicio del poder.


			Los representantes conforman en consuno, un órgano político dual (ejecutivo-legislativo) autónomo e independiente con potestad de decisión, previa deliberación. Dicha noción comprende las tres modalidades de gobierno (nacional, regional y local).


			La potestad de representación se entiende como la delegación parcial de la soberanía popular, a efectos de “encargar” la conducción y administración del gobierno.


			Norberto Bobbio (1986) señala que dicha forma de organización política conlleva que las deliberaciones que involucran a toda la colectividad sean ejercitadas por aquellas personas elegidas por el conjunto para dicho fin.


			La democracia representativa exige la acreditación de los principios de soberanía popular, alternancia y renovación periódica de las personas encargadas del ejercicio del poder.


			El Tribunal Constitucional en el caso miembros del Congreso de la República (2006), ha señalado que la democracia representativa permite la configuración del principio de soberanía popular, en un cauce racional de deliberación que asegure las distintas necesidades de la población.


			En ese sentido, la democracia representativa se inspira en los principios siguientes:


			–	La elección de representantes a intervalos regulares.


			–	La no sujeción a mandato imperativo de los representantes.


			–	La libre actuación de la opinión pública.


			–	La capacidad de los representantes de adoptar decisiones de naturaleza política, tras un proceso de discusión e intercambio de opiniones.


			b) La democracia participativa


			Forma de organización política asumida como complementaria a la democracia representativa, en algunas colectividades políticas.


			Plantea mecanismos directos de intervención ciudadana en los asuntos públicos. Para ello se implementan un conjunto de mecanismos y procedimientos de participación y control político.


			La democracia participativa se ampara en nuestro país, en una acción residual dentro del marco de lo previsto en el artículo 43 de la Constitución.


			Dicho dispositivo establece que el Estado peruano tiene un gobierno unitario, representativo y descentralizado. Ahora bien, la ciudadanía en los contextos establecidos en el artículo 33 del referido texto puede eventualmente en algunas materias y momentos decidir finalmente sin intermediación.


			Ello posibilita a la ciudadanía a ocupar transitoriamente mayores espacios de participación e institucional.


			José García Chocano (2008) consigna que hace referencia “a un proceso de empoderamiento en cuanto agente activo en la toma de decisiones públicas”.


			Esta “ampliación” de los espacios de ejercicio de los derechos políticos y de ciudadanía activa, se viabiliza a través de la iniciativa popular, el referéndum, el plebiscito, la revocatoria y remoción de autoridades, así como la demanda de rendición de cuentas.


			Añádase a lo expuesto que el Tribunal Constitucional en el caso Absalón Verdi Olivares (2007), señala que el desarrollo participativo no solo se proyecta de manera restrictiva a la relación del ciudadano con los asuntos públicos a cargo del Estado, siendo que se extiende a la activación en los diversos niveles de la organización de la sociedad civil (asociaciones, sociedades, grupos estudiantiles, etc.).


			c) La democracia social


			Forma de organización política en donde a la par que se reconoce, protege y promueve el goce de derechos tales como la libertad, la seguridad y la igualdad ante la ley, se pretende conseguir su mayor efectividad en la afirmación cabal de la dignidad, dotándolos de una base y un contenido material, a partir del supuesto de que persona y sociedad no son categorías aisladas y contradictorias, sino nociones en relación activa, directa y recíproca. Así, no hay posibilidad de “concertar” cabalmente la libertad y la igualdad, si no existen condiciones existenciales básicas que hagan posible su plenario ejercicio.


			En ese contexto, el Estado debe identificarse con la consecución de metas en materia de salud, educación, trabajo y seguridad social. Ello implica la promoción del bienestar compartido mediante el goce equitativo de la riqueza y condiciones de vida material, con resguardo in totum de la dignidad humana.


			La democracia social se resume en la búsqueda de la afirmación de la igualdad de oportunidades y el mínimum de condiciones de vida mediante el despliegue de los derechos económicos, sociales y culturales.


			d) La democracia constitucional


			Forma de organización política y expresión cultural sustentada en los principios y valores políticos y jurídicos insertos expresa y preferentemente en el texto supra del Estado.


			En dicha modalidad se reconocen los alcances de la soberanía popular; se regulan las expresiones institucionales de la democracia y el respeto a los principios y valores de la Constitución; así como a su identificación con el reconocimiento y resguardo de los derechos fundamentales de los integrantes de una sociedad política.


			El Tribunal Constitucional en el caso Roberto Nesta Brero (2003), ha señalado que la democracia cumple una función dual: como método de organización política del Estado, es decir de elección y nombramiento de sus operadores y como un mecanismo para auspiciar el principio de igualdad en el ámbito social.


			La democracia constitucional se encuentra instituida de un lado, de un conjunto de técnicas y garantías destinadas a salvaguardar la supremacía normativa de la Constitución, la separación y equilibrio de poderes y el goce pleno de los derechos fundamentales; y, del otro, el aseguramiento de la soberanía popular como expresión de la potestad del pueblo de instituir un poder político para sí y ejercitarlo a través de sus representantes por la vía del sufragio.


			En esa línea se afirma el pluralismo político, la libertad de expresión y de fusión, y un sistema de partidos.


			En ese sentido, el sufragio aparece como el instrumento técnico-administrativo que permite procesar la voluntad de la comunidad política.


			La democracia como expresión de una forma de convivencia política y una manifestación cultural se funde y regula por una Constitución. El ejercicio de la democracia si bien se sustenta en el principio de mayoría, no puede imponer per se una voluntad arbitraria; por ende, inconstitucional.


			La democracia constitucional plantea la regla de inclusión, que implica que la voluntad de la mayoría debe buscar la incorporación de las expectativas e intereses de las minorías; en tanto estas sean compatibles con la Constitución.


			La voluntad de la mayoría queda sujeta por su lealtad a la Constitución y la obligación de resguardo de los derechos fundamentales de todos los integrantes de la comunidad política.


			La democracia no debe ser percibida como una mera exhibición de competencia electoral con exclusión del reconocimiento de las reglas de convivencia armónica e igualitaria; sino como el conjunto de conductas y procedimientos que busca resolver los temas comunitarios con apertura, tolerancia y respeto.


			En suma, la democracia constitucional plantea que las decisiones que adopten las mayorías al amparo de las reglas formales de la democracia solo serán válidas en tanto guarden coherencia con los principios y valores constitucionales y respeten los derechos que el texto supra reconoce a las minorías por el solo hecho de tener la condición de personas.


			4.	EL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO EN EL MODELO CONSTITUCIONAL PERUANO


			El Tribunal Constitucional en el caso Colegio de Abogados de Lambayeque (2008), ha señalado que la democracia representativa canalizada a través del Congreso de la República tiene límites formales y materiales establecidos por la Constitución.


			En ese contexto, es dable distinguir entre el principio de la mayoría que postula en ausencia de la unanimidad, que el criterio que debe guiar la adopción de políticas y las decisiones es el de la generalidad de los participantes; y el de la regla de mayoría, que exige el reconocimiento de la necesidad y legitimidad de la existencia de minorías; así como de sus correspondientes derechos.


			Ello implica la participación de las minorías en la elaboración, aprobación y aplicación de las respectivas políticas.


			En suma, la democracia se legitima cuando permite la participación de las minorías y reconoce los derechos de estos.


			5.	LA DEMOCRACIA Y LA IDENTIFICACIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICOS


			En atención a la naturaleza y fines de los denominados derechos políticos, se estima que forman parte integrante de aquellas las facultades o atribuciones siguientes:


			a) Derecho de sufragio


			Dicha facultad prevista en el artículo 31 de la Constitución, debe ver percibida en su doble perspectiva: activa (derecho a elegir) y pasiva (derecho a ser elegido).


			b) Derecho de participación


			Dicha facultad prevista en el artículo 31 de la Constitución, comprende el derecho a tomar parte en las consultas relativas al referéndum, la remoción o revocación de autoridades, la demanda de rendición de cuentas y presentación de iniciativas legislativas.


			c) Derecho a fundar y organizar, pertenecer o representar a una organización política


			Dicha facultad prevista en el artículo 35 de la Constitución, se canaliza a través de los partidos, movimientos y alianzas políticas.


			Al respecto, el Tribunal Constitucional en el caso Congresistas de la República (2006), ha señalado que “El principio democrático se materializa a través de la participación directa, individual o colectiva, de la persona como titular de una suma de derechos de dimensión tanto subjetiva como constitucional (derecho de voto, referéndum […], etc.), así como […] a través de organizaciones orientadas a canalizar el pluralismo político”.


			5.1. La titularidad de los derechos políticos


			El ejercicio de los derechos políticos se encuentra sujeto a un conjunto de características y requerimientos jurídicos.


			En ese sentido, el derecho constitucional percibe al ser humano en tres planos distintos, los cuales pueden ser asimilados por cada individuo ya sea parcial o totalmente, a saber:


			a) La calidad de persona


			Dicha calidad prevista en el artículo 2 inciso 1 de la Constitución, se manifiesta por el mero acto del nacimiento.


			b) La calidad de nacional


			Dicha calidad previsto en el artículo 52 de la Constitución, se manifiesta por el establecimiento de un vínculo jurídico-político entre la persona y el Estado.


			La nacionalidad surge por el cumplimiento de reglas derivadas del ius soli, ius sanguini, la naturalización, etc.


			c) La calidad de ciudadano


			Dicha calidad se manifiesta en aquellos nacionales que por mandato del artículo 30 de la Constitución, se encuentran dotados de la capacidad de ejercicio de los derechos políticos.


			La capacidad de ejercicio es aquella facultad que permite producir por propia voluntad efectos jurídicos válidos, responsabilizándose de sus consecuencias.


			Carlos Sánchez Viamonte (1959) señala que el ciudadano es el individuo miembro del cuerpo social, que interviene en la formación del gobierno, que participa en la sanción de la Constitución y las leyes por medio de sus representantes —amén de estar facultado para controlar el desempeño de sus funciones públicas—, y que asume una parte de la responsabilidad que le incumbe al pueblo como titular de la soberanía.


			En ese contexto, tiene obligaciones tales como la defensa de la soberanía e integridad territorial de su comunidad política, la realización de actos de civismo, la solidaridad redistributiva, etc.


			La ciudadanía alude a una suerte de estatus jurídico que permite el ejercicio o el cumplimiento de determinados derechos y deberes vinculados con el poder político.


			Dicha noción surgió en la Antigua Grecia, la misma que se asignaba a una elite calificable y privilegiada.


			En Roma devino en una expresión relativamente extendida; empero, durante la Edad Media, el concepto perdió relevancia, aun cuando existió un vínculo entre las personas y el feudo o ciudad donde residían.


			Ignacio Molina (2011) señala que se adquiría la ciudadanía por razones de nacimiento o acreditación de propiedad. Añádase, que formalmente se requería acreditar praenomen (nombre propio); nomen (apellido); y cognomen (sobrenombre o apelativo).


			La ciudadanía adquirirá cabal significación al producirse las revoluciones democrático-burguesas de finales del siglo XVIII y comienzos del siglo XIX.


			En efecto, es hija de las revoluciones liberales generadas en Francia, Inglaterra y en la Unión Americana, en donde se suprimieron los denominados derechos estamentales reconocidos en el Ancien Regime; e impuso el concepto de soberanía popular, en donde la potestad de mando gubernamental se asigna a la voluntad del pueblo.


			En puridad, se afirmará normativamente con su mención en la histórica “Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano”, aprobada por la Asamblea Nacional Francesa en fecha 27 de agosto de 1789.


			5.2. Los derechos políticos y la representación política


			En la democracia contemporánea se hace inviable que todas las decisiones políticas puedan ser adoptadas con la participación directa y general de los ciudadanos. Por ende, para hacerla efectiva se ha instituido la categoría político-jurídica de la representación política.


			La representación política implica toda aquella actividad emanada del poder estatal, que se ejercita en nombre del pueblo.


			Carlos S. Fayt (2003) expone que la representación política deviene en una “forma de racionalización de la actividad del poder estatal”. Mediante esta “se convierte al gobierno en responsable de las decisiones que adopte en nombre de la comunidad política.


			En puridad, expresa un mecanismo de transferencia de competencias políticas, a través del cual la acción de los gobernantes se imputa a los gobernados.


			El representante es así responsable ante el pueblo representado de los actos que realiza en su nombre”.


			A través de la representación quienes gobiernan tratan de encarnar los valores, intereses y creencias de la colectividad política.


			La representación surge históricamente en el Medioevo inspirado en la institución ius privatista.


			En efecto, aparece bajo la idea que el representante actúa en nombre y por encargo del pueblo representado, previo el otorgamiento de poderes de actuación. Dicha modalidad se gestó al interior de las órdenes religiosas, en aras de procesar la elección de sus autoridades y de determinadas líneas de actuación institucional.


			Posteriormente será utilizada para la constitución de las asambleas estamentales del Medioevo. Las revoluciones democrático-burguesas de finales del siglo XVIII la consolidarán en grado sumo.


			Entre sus principales expositores aparecen John Locke (1632-1704), William Blackston (1723-1780), Edmund Burk (1729-1793), Emmanuel Sieyès (1748-1836). Honoré Gabriel Riquette, conde de Mirabeau (1749-1791), Nicolas de Condorcet (1763-1794), Charles Maurice-Talleyrand-Périgord (1754-1838), Thomas Paine (1737-1809), William Paterson (1745- 1806) y James Wilson (1742-1798).


			En ese orden de ideas, es evidente que la Revolución Francesa planteara la idea moderna de la representación en el plano del derecho público, en donde se configura el vínculo entre gobernante y gobernados. Como tal aparecerá en la Declaración de Derechos del Hombre y el Ciudadano (1789), bajo el concepto que “Toda soberanía reside esencialmente en la Nación”.


			En expresión de ello, la Constitución francesa de 1791 se expondrá como el primer texto manifestante de adscripción al modelo de representación.


			La representación política deviene en la actualidad en el canal normal y ordinario de la democracia; ello, bajo el sustento de ser el depositario de la fe y confianza ciudadana.


			Así, justifica su constitución en razón de:


			–	La dimensión numérica de los habitantes de un país.


			–	La cantidad y calidad de los problemas a resolver.


			–	La competencia, idoneidad y experiencia específica para la toma de decisiones de naturaleza política.


			En términos generales, puede afirmarse que el sentido de la representación política consiste en la posibilidad de controlar —por parte de quien no puede ejercer el poder político en persona— el poder político.


			En esa idea, facilita la acción del gobierno y permite que el pueblo pueda dirigir directa o indirectamente a sus autoridades.


			Se trata, por consiguiente, de un mecanismo político que establece una relación de control entre gobernantes y gobernados.


			El representante es un mandatario fiduciario dotado de cierto margen de autonomía, que refleja el pensamiento e interés de sus electores. Por ende, ejerce en su nombre y por delegación el ejercicio del poder político.


			El margen de autonomía aparece como fundamental para que el representante pueda cumplir a cabalidad su función. Ello, no es óbice para que normativamente se asegure un cierto grado de control de los ciudadanos sobre el poder político.


			Este control se expresa en un elemento de garantía otorgado a través de comicios electorales, de forma tal que la representación política se confunde con una representación electiva.


			Cabe señalar, que una larga tradición doctrinaria ha visto en el representante a aquel que habiendo recibido la confianza de la ciudadanía, deviene en su comisionado ante el poder político, y que, por tal, cuida de sus intereses.


			En este esquema, y de acuerdo con la legislación del país, la cultura política y las características del proceso electoral, la representación asume las expresiones siguientes:


			a)	En una primera instancia, la relación básica se establece entre las organizaciones políticas y el electorado. Así, es directamente el ente corporativo quien se presenta al electorado, y es sobre aquel que se ejerce el control ciudadano.


			b)	En una segunda instancia, los parlamentarios o representantes son quienes constituyen el eslabón entre el electorado y las organizaciones políticas.


			Como se puede apreciar, en ambos casos se da la relación electorado-organización política-representante, aunque con distinto énfasis. Sin embargo, el núcleo fundamental de la representación se encuentra en la renovación periódica del mandato, a la cual están sujetos los actores políticos en competencia.


			Ello implica la existencia del principio de responsabilidad; esto es, los representantes están llamados a rendir cuentas ante aquellos que tienen el poder de su elección. Por eso es que algunos teóricos políticos señalan que la representación política plantea una institucionalización de la responsabilidad política.


			La representación estuvo estrechamente relacionada con el primicial concepto de soberanía nacional, ya que el poder supra del cuerpo político solo puede expresarse a través de portavoces calificados, esto es, de representantes. A los ciudadanos electores tomados individualmente no se les considera habilitados para hablar en su nombre. Por consiguiente, la teoría de la representación va ligada a la Nación que detenta y ejerce la soberanía.


			Al respecto, Carlos Fayt (2003) expone que la Nación delega el ejercicio del poder a sus representantes. En consecuencia, la determinación de estos expresa la voluntad nacional.


			Carlos Blancas Bustamante (2016) señala que la idea de soberanía nacional afirma el carácter indivisible de aquella, por lo que, se le atribuye a la Nación.


			En efecto, León Duguit (s. f.) expone que la Nación es una “persona” investida de una conciencia y voluntad; la cual es la expresión de un poder político máximo y supremo.


			El representante ejerce una función que no es objeto de un mandato imperativo. Así, aun cuando se le ha elegido para representar a la Nación y expresar su soberanía, aquel tiene la libertad necesaria para interpretar la voluntad nacional de la cual es portavoz y adaptarla a los acontecimientos que se presentan en la vida cotidiana. Por su parte, el elector tiene por misión escoger a los representantes y luego fiscalizarlos.


			Por lo demás, la ciudadanía al participar en un proceso electoral, más que ejercer un derecho estaría ejerciendo una función.


			La teoría de la soberanía nacional puede llevar a peligrosas derivaciones que nieguen a la democracia. Estos riesgos son evidentes, ya que, si se postula que la elección de representantes es la expresión de una función, también puede llegar a sostenerse que esta elección debe estar reservada solo a determinadas personas, las que en exclusividad tendrían la facultad de nombrar a los representantes de la Nación.


			Señálese además que la idea de representación llevada a su exageración podría extenderse hasta confiar esa facultad a un dictador, el cual, por lo demás, asumiría su cargo en su carácter de “verdadero y legítimo” representante de la Nación.


			La insuficiencia del concepto —no obstante, su gran aporte a la consolidación de los regímenes democráticos— llevó a dar paso a la teoría de la soberanía popular, que consiste en admitir que el poder de mandar y su capacidad de delegación de esta, reside de forma directa en la universalidad de los ciudadanos.


			Dicha representación se sostiene en la voluntad de la generalidad de los integrantes del cuerpo político, dado que de ella proviene la potestad de mando. Por ende, el pueblo se gobierna por sí y ante sí mediante representantes elegidos a plazo determinado y bajo las condiciones establecidas por esta en su calidad de poder constituyente.


			Expuesta primicialmente por Juan Jacobo Rousseau en su obra El contrato social, este estimó que la soberanía correspondía al pueblo; empero, por razones operativas quedaba atribuida a cada ciudadano en forma individual; esto es, cada uno de ellos era titular de una fracción de aquella.


			Dicha teoría ha influido significativamente en el reconocimiento del denominado sufragio universal; su adscripción como derecho fundamental ejercitable por todo ciudadano; y en la institucionalización de los mecanismos de la democracia directa (referéndum, iniciativa legislativa popular, etc.).


			Esta teoría presenta como diferencias frente a la de la soberanía nacional, las siguientes:


			a)	La posibilidad de elegir se convierte en un derecho. Si cada ciudadano posee una parte de la soberanía, no se le puede negar a la persona que cumple con los requisitos generales exigidos por la Constitución o la ley, el expresar una voluntad determinativa de escoger en consuno con sus homólogos a su representante.


			b)	La soberanía popular lleva necesariamente a un sistema de gobierno democrático.


			La soberanía popular al enlazar el ejercicio del poder político con la voluntad de la totalidad de los ciudadanos exige que estos decidan a quién otorgan el mandato para actuar como autoridades. De allí que nadie pueda arrogarse la representación sin la existencia de una voluntad general libremente expresada.


			Resulta interesante observar que constituciones modernas como la francesa de 1958 y la española de 1978 han llegado a una síntesis según la cual la soberanía se califica de nacional, más esta —se aclara— reside en el pueblo. Por otra parte, la extensión del derecho de sufragio ha hecho desaparecer los temores acerca de la instrumentalización del concepto de soberanía nacional para justificar las dictaduras.


			En la doctrina y la práctica histórica existen dos modelos de representación política ante el Parlamento; es decir, de relación entre congresistas y electorado. Ellos son los siguientes:


			a) La representación incondicionada


			Su origen se entronca en el ideario de la Revolución Francesa.


			En efecto, los convencionalistas burgueses en la sesión de fecha 23 de junio de 1789, dispusieron que los cahiers o mandatos de los representados fueran meras consideraciones confiadas a la conciencia y libre discrecionalidad de los parlamentarios.


			Ella tiene como depositaria de la soberanía o fuente del poder político a la Nación, la cual mediante el sufragio le otorga la investidura para ejercer el poder.


			Maurice Duverger (1970) señala que la soberanía no pertenece indivisa, cribada o parceladamente a los ciudadanos, sino a la Nación in totum.


			En ese contexto, los congresistas no se encuentran sujetos a instrucciones, órdenes o directivas de un ciudadano o grupo de ciudadanos, en razón de haber recibido la representación parlamentaria de la Nación, que es un ente intangible, abstracto, total y sumo, en base al cual nadie puede en su nombre, disponer órdenes, instrucciones, mandamientos ni recomendaciones. La representación de la Nación o la representación nacional no equivale en modo alguno a un mandato, ya que no precisa ni determina —de manera particular y concreta— quién es el mandante.


			Al respecto, es pertinente recordar a Edmund Burke en su famoso Discurso a los electores de Bristol (1774): “El Parlamento no es un congreso de embajadores que defienden intereses distintos y hostiles, intereses que cada uno de sus miembros deben sostener, como agente y abogado, contra otros agentes y abogados, sino una asamblea deliberante de una nación, con un interés: el de la totalidad; donde deben guiar no los intereses y prejuicios locales, sino el bien general que resulta de la razón general del todo. Elegís un diputado; pero cuando le habéis escogido, no es el diputado por Bristol, sino un miembro del Parlamento. Si el elector local tuviera un interés o formase una opinión precipitada, opuestos evidentemente al bien real del resto de la comunidad, el diputado por ese punto, debe, igual que los demás, abstenerse de ninguna gestión para llevarlo a efecto”. “¿Qué clase de razón es esa en la cual la determinación precede a la discusión, en la que un grupo de hombres delibera y otro decide y en la que quienes adoptan las conclusiones están acaso a trescientas millas de quienes oyen los argumentos?”.
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